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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIALPRIVATE 
               SALA No. 4 DE ASUNTOS PENALES 

                                PARA ADOLESCENTES





Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Mayo catorce del año dos mil nueve.   





Acta No. 201 de mayo 14 del año 2009. 




Expediente 66001-31-18-001-2009-00035-01





Se resuelve la impugnación presentada por la IPS accionada contra la sentencia proferida por el JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO DE PEREIRA el 26 de marzo del presente año en esta Acción de Tutela promovida por GLORIA STELLA GUTIÉRREZ VELÁSQUEZ, que actúa como agente oficioso de su hijo JUAN MANUEL GONZÁLEZ GUTIÉRREZ, en contra de la NUEVA E.P.S. y la CORPORACIÓN IPS SALUDCOOP EJE CAFETERO. 




I. ANTECEDENTES:

Pretende la señora Gutiérrez Velásquez que se le protejan los derechos fundamentales a la salud, la vida digna y la integridad física que considera vulnerados a su hijo por razón de hechos y omisiones en que han incurrido las entidades arriba citadas que no han autorizado un procedimiento médico que requiere con urgencia para la extracción de un tumor que se encuentra al lado de un hueso del brazo derecho que se lesionó en un accidente de tránsito y que es prioritario para poder proceder a atender la fractura con cargo al SOAT. Se anexaron con la demanda copias de varios documentos referentes al caso.  





Pide, entonces, se conceda el amparo invocado y, en consecuencia, se ordene a la entidad que corresponda la práctica de la cirugía para la extracción del tumor. Igualmente se solicitó el decreto de dicho procedimiento como medida provisional a la cual accedió el despacho judicial
 previo interrogatorio de parte con la agente oficiosa
.
A la tutela se le dio el trámite legal, con el pronunciamiento de la Corporación IPS SALUDCOOP y la Clínica Pereira, entidad última que fue vinculada a las presentes diligencias, que invocan falta de legitimación por pasiva, pues consideran que el procedimiento que requiere el paciente para el tratamiento del tumor debe ser atendido por la EPS a la cual se encuentra afiliado y en caso de que no tenga ninguna sería la Secretaría Departamental de Salud la encargada de ello. 
El Juzgado de la causa resolvió conceder la tutela porque consideró, con base en jurisprudencia de la Corte Constitucional, que se le están vulnerando los derechos fundamentales al actor con la negativa de atender su patología, teniendo en cuenta que son las IPS o demás entidades que brindan la atención médica a las víctimas de un accidente de tránsito las que “deben prestar directamente los servicios requeridos, por cuanto los mismos son cubiertos por la póliza de accidentes de tránsito, y una vez prestado el servicio médico requerido, en virtud de los dispuesto en el artículo 40 del decreto 1283 de 1996, la entidad tiene la posibilidad de repetir contra la entidad aseguradora o el FOSYGA según el caso. 

En consecuencia, se ordenó a la Corporación IPS SALUDCOOP EJE CAFETERO, “si aún no lo ha hecho con la medida provisional, brindar el tratamiento integral consistente en el suministro de todos los procedimientos, medicamentos, exámenes, cirugías, hospitalizaciones  y demás, que sean necesarios para el manejo de la patología o enfermedad que actualmente presenta con ocasión del accidente de tránsito padecido y de cualquiera otra complicación, así sea de otra patología, que interfiera o impida directamente dicho tratamiento; esto, hasta obtener su total recuperación, con la facultad de repetir contra la compañía aseguradora, así como contra el FOSYGA respecto a un posible excedente, según el caso.” Así mismo, absolvió a la NUEVA EPS. 

Esta decisión fue impugnada oportunamente por la IPS accionada, que concreta su inconformidad con el fallo en el hecho de que no se le puede ordenar la atención de cualquier patología que requiera el joven Juan Manuel González dado que le prestó todos los servicios médicos que él necesitó y es la EPS a la cual se encuentra afiliado, en este caso la NUEVA EPS, la encargada de seguir con el tratamiento médico. 
Aquí la tutela se ha tramitado conforme a la ley y se pasa a resolver previas las siguientes, 





II. CONSIDERACIONES DE LA SALA:





Del escrito de tutela se infiere que los derechos fundamentales que se estiman vulnerados son a la vida digna, la salud y la seguridad social amparados por los Arts. 11, 49 y 48 de la Constitución Nacional.

La legitimación en la causa de las partes no merece ningún reparo, incluso la de la actora, que actúa como agente oficioso de su hijo Juan Manuel González Gutiérrez (artículo 10 del Decreto 2591 de 1991), quien de acuerdo con el problema de salud que presenta debido al grave accidente de tránsito que sufrió, se encuentra impedido para reclamar personalmente sus derechos.

Hay que decir, en primer término, que la entidad accionada no presenta ningún reparo en la protección de los derechos concedidos por el juez a-quo. Es más, en el escrito de impugnación (fls. 42 a 45 del cuaderno principal) responsabiliza a la NUEVA EPS del tratamiento integral que se le debe realizar al joven González Gutiérrez y más cuando se ordena el tratamiento de “cualquiera otra complicación, así sea de otra patología” que genera prestaciones futuras e inciertas que no pueden ser dispuestas por tutela. 
Para la Sala no son de recibo los argumentos de la entidad recurrente ya que en realidad la orden de tratamiento integral se encuentra perfectamente ajustada a derecho ya que, como bien lo expuso el juez de instancia, en este caso se debe entender por servicio integral la práctica de todos los procedimientos médicos que se necesiten para la recuperación de la salud derivados, eso sí, del accidente que sufrió el paciente y por la cual se le va a atender con cargo al SOAT, esto en caso de que se llegue a dilatar cualquier tratamiento, tal como aquí ocurrió de manera indolente.

En otras palabras, la atención no se circunscribe simplemente a la urgencia médica originada por causa del accidente de tránsito, sino a que la fractura que sufrió el paciente se corrija de manera adecuada buscando por todos los medios posibles su debido tratamiento médico, sin importar otras complicaciones que deban ser atendidas integralmente para su cabal recuperación, pero, se repite, que sean necesarias para la mejoría de la patología que presenta el actor, dado que para esto se tiene el Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito (SOAT) cuyo fin “obedece a un régimen impositivo del Estado que compromete el interés general y busca de manera continua y regular satisfacer necesidades de orden social y colectivo, en procura de un adecuado y eficiente sistema de seguridad social que propenda por un mejor modo de vida. Así, la actividad relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos captados del público, atendiendo a su propia naturaleza, reviste un interés general y, por tanto, no escapa al postulado constitucional que declara su prevalencia sobre intereses particulares, lo cual se concreta en la posibilidad de atribuirle al servicio del Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito prestado por entidades particulares, el carácter de servicio público.”

Por tanto, la orden impuesta por el juzgado de primera instancia en cuanto al tratamiento integral se encuentra conforme a los lineamientos trazados por la Corte Constitucional, pues bien se explicó en la sentencia que ésta consiste “en el suministro de todos los procedimientos, medicamentos, exámenes, cirugías, hospitalizaciones y demás, que sean necesarios para el manejo de la patología o enfermedad que actualmente presenta con ocasión del accidente de tránsito padecido y de cualquiera otra complicación, así sea de otra patología, que interfiera o impida directamente dicho tratamiento; esto, hasta obtener su total recuperación, con la facultad de repetir contra la compañía aseguradora, así como contra el FOSYGA respecto a un posible excedente, según el caso.” 

Y esa era la orientación que se debía dar en el presente caso debido precisamente a la tardanza en atender la fractura del paciente por una complicación que con cargo al mismo SOAT debió prestar la entidad recurrente, y no poner al joven González Gutiérrez a ir de un lado a otro en detrimento de su salud y su vida digna.

Finalmente, resulta oportuno transcribir lo que la Corte Constitucional ha dejado claro sobre la atención integral en salud cuando se trata de accidentes de tránsito:
“Esa atención obligatoria que beneficia a la persona que resulte lesionada en un accidente de transito debe ser “integral”, por lo que además de comprender desde la atención inicial de urgencias hasta la rehabilitación final del paciente, conlleva “hospitalización, suministro de material médico, quirúrgico, osteosíntesis, órtesis y prótesis, suministro de medicamentos, tratamiento y procedimientos quirúrgicos, servicios de diagnóstico y rehabilitación.”
 

Sin otras consideraciones, se procederá a confirmar el fallo impugnado y se harán los demás ordenamientos pertinentes.



 

En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión No. 4 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,




RESUELVE:





1º) SE CONFIRMA la sentencia proferida por el JUZGADO PRIMERO PENAL DEL CIRCUITO PARA ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO DE PEREIRA el 26 de marzo del presente año en esta Acción de Tutela promovida por GLORIA STELLA GUTIÉRREZ VELÁSQUEZ, que actúa como agente oficioso de su hijo JUAN MANUEL GONZÁLEZ GUTIÉRREZ, en contra de la NUEVA E.P.S. y la CORPORACIÓN IPS SALUDCOOP EJE CAFETERO. 
2º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (Art. 5º del Decreto 306 de 1992).





3º) Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:

Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Leonel Rogeles Moreno 

      Jaime Alberto Saraza Naranjo 

Tutela 00035.09

� Ver folio 18 del cuaderno principal.


� Folio 16 y 17 ibídem.


� H. Corte Constitucional. Sentencia T-959 del año 2005. M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.


� Corte Constitucional. Sentencia T974 del año 2007. M.P. Nilson Pinilla Pinilla.





